SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°44
RADICACIÓN: 660013109006201900024-01

ACCIONANTE: ANA YAMILET PINEDA LEMUS
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / NATURALEZA / SE SATISFACE CON LA RESPUESTA OPORTUNA Y DE FONDO / SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO Y PAGO DE SANCIÓN POR MORA A LA FIDUPREVISORA Y LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA. 

… el derecho de petición y como así lo ha predicado la Corte Constitucional, cuando se trata de su protección, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por el quebrantamiento a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que responda de manera negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. (…)
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: ”Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Así mismo, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el caso objeto de estudio se advierte que le asistía razón a la señora ANA PINEDA al instaurar la tutela porque en efecto a pesar de haber elevado derecho de petición en junio 05 de 2018, hasta el momento de interposición de la acción –marzo 18 de 2019- no se le había dado respuesta de fondo, y a la fecha aún la misma no le ha sido resuelta, pese a haber transcurrido algo más de ocho meses desde su inicial petición.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, ocho (08) de mayo de dos mil diecinueve (2019)
                                                               Acta de Aprobación No 434
                                                Hora: 9:30 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Coordinadora de Tutelas de la FIDUPREVISORA S.A., contra la sentencia proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada por la señora ANA YAMILE PINEDA LEMUS, en contra de esa entidad y la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos planteados por la accionante se pueden sintetizar así: (i) en junio 05 de 2018 radicó ante la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA -Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- solicitud de reconocimiento y pago de un (1) día de salario por cada día de mora, con ocasión del pago tardío de las cesantías parciales que solicitó; (ii) la entidad se encuentra en mora desde noviembre 25 de 2015 hasta junio 07 de 2018, que era el máximo plazo para la entidad pagar las cesantías en virtud de lo establecido por el artículo 5 de la ley 1071 de 2006; (iii) a la fecha la entidad no ha emitido respuesta a su solicitud; y (iv) la FIDUPREVISORA ha resuelto solicitudes de otras personas en igual sentido, sin embargo, en su caso ha guardado silencio.

Solicita la protección de su derecho fundamental de petición, y como consecuencia de lo anterior, se ordene a las entidades accionadas resolver de fondo su petición. Igualmente pide se ordene a la FIDUPREVISORA pagar en su favor el monto a que tiene derecho por concepto de sanción moratoria.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la FIDUPREVISORA y a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, quienes al respecto informaron lo siguiente:

-La SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL a través de su representante manifestó que una vez recibieron la petición de la señora ANA PINEDA, procedieron a adelantar los trámites correspondientes, es decir, remitir la documentación a la FIDUPREVISORA para darle viabilidad a la solicitud, toda vez la sanción moratoria se resuelve por vía administrativa y no judicial, siempre y cuando se cumpla con los requerimientos establecidos por la FIDUPREVISORA.
Se opone a las pretensiones de la accionante.
-La FIDUPREVISORA por intermedio de su Gerente Jurídica de Negocios Especiales indicó que la entidad administra los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de que se atienda de manera oportuna el pago de las prestaciones sociales del personal docente, previo trámite que debe llevarse a cabo en las secretarías de educación.

Por lo tanto, no tiene competencia para expedir actos administrativos de reconocimiento de prestaciones económicas de los docentes afiliados al FNPSM. 

Ante la entidad no fue radicada la solicitud a la cual se hace mención en la acción de tutela, ni la señora ANA PINEDA allegó prueba que el derecho de petición fue radicado ante la FIDUPREVISORA.

De acuerdo a lo anterior, se evidencia que la FIDUPREVISORA en calidad de vocera y administradora del FNPSM no ha vulnerado el derecho fundamental invocado por la accionante.

Solicita se declare improcedente la acción.

3.2- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de abril 01 de 2019 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en la que tuteló el derecho fundamental de petición de la señora ANA YAMILET PINEDA LEMUS y le ordenó a las entidades accionadas, que en el término de 48 horas siguientes a la notificación de la sentencia, resuelvan de fondo y de acuerdo a sus competencias la petición que fue radicada por la accionante, relacionada con el reconocimiento de sanción moratoria por el pago tardío de cesantías parciales. Negó el reconocimiento del pago de la sanción moratoria.
4.- IMPUGNACIÓN

La Coordinadora de Tutelas de la FIDUPREVISORA impugnó la decisión de primera instancia y argumentó: 
La SECRETARÍA DE EDUCACIÓN remitió el expediente con el proyecto del acto administrativo para el respectivo estudio de la prestación, sin embargo, no corrió traslado del derecho de petición, y no es la FIDUPREVISORA quien debe resolver lo requerido.
La Secretaría debe realizar nuevamente la radicación del expediente para que el procedimiento de estudio pueda culminar. El ente departamental como empleador de la accionante es el llamado a atender la solicitud de su trabajadora, y dar respuesta a la petición.

La falta de respuesta al derecho de petición no configura por sí misma un perjuicio irremediable, por cuanto el propio ordenamiento ha asignado una consecuencia jurídica a dicha situación, como lo es el silencio administrativo negativo. Además, debe tenerse en cuenta que el objeto de la petición constituye el reconocimiento y pago de la sanción por la mora en el pago de las cesantías, lo cual no constituye una prestación social, ni debe entenderse que afecta el mínimo vital de la accionante.
Solicita se declare improcedente la acción de tutela.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló el derecho de petición reclamado por la señora ANA YAMILE PINEDA LEMUS. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso la señora ANA PINEDA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental de petición, toda vez que radicó ante la SECRETARÍA DE EDUDACIÓN DEPARTAMENTAL solicitud de pago de la sanción moratoria en que incurrió la entidad ante el pago tardío de las cesantías, pero no ha recibido respuesta alguna. El ente territorial informó que para completar la respuesta a la petición de la accionante enviaron la documentación a la FIDUPREVISORA para que dicha entidad verifique si la sanción por mora es procedente o no. Por su parte la fiduciaria señaló que no recibieron la solicitud.
Por lo anterior, el juez de primera instancia tuteló el derecho fundamental de petición y ordenó a las dos entidades accionadas resolver de fondo la solicitud de la señora ANA PINEDA.

Ahora, la FIDUPREVISORA impugnó la decisión y asevera que la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL remitió el proyecto de acto administrativo, pero no corrió traslado de la petición, además no es la fiduciaria la entidad encargada de resolver lo requerido.

A saber, el derecho de petición y como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de su protección, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por el quebrantamiento a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que responda de manera negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

Frente a este tópico, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […].”
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: ”Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Así mismo, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el caso objeto de estudio se advierte que le asistía razón a la señora ANA PINEDA al instaurar la tutela porque en efecto a pesar de haber elevado derecho de petición en junio 05 de 2018
, hasta el momento de interposición de la acción –marzo 18 de 2019- no se le había dado respuesta de fondo, y a la fecha aún la misma no le ha sido resuelta, pese a haber transcurrido algo más de ocho meses desde su inicial petición.

La información allegada al dossier, en especial lo comunicado por la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL, en el sentido de que corresponde a la FIDUPREVISORA S.A. impartir viabilidad a la solicitud de la accionante,  dio lugar a que el a quo estimara que en este asunto las dos entidades han vulnerado el derecho de petición, y si bien la fiduciaria manifiesta que en momento alguno la petición les fue radicada a ellos, sino al ente territorial, si es acertada la conclusión del juez de primer nivel cuando señala que las dos accionadas en conjunto deben atender la solicitud de accionante.

El Decreto 2831/05, por medio del cual se desarrolla el procedimiento que debe surtirse por parte del personal docente para solicitar el reconocimiento y pago de prestaciones sociales y económicas, se evidencia con claridad que el mismo es complejo y requiere el concurso tanto del ente territorial como de la fiduciaria, por cuanto el primero está obligado a elaborar el proyecto de acto administrativo a que hubiere lugar, y posteriormente la Fiduciaria, quien es la encargada del manejo de los recursos del FOMAG, procede a impartirle aprobación, o indica las razones por las cuales se abstiene de hacerlo. Lo dicho según se encuentra establecido en el artículo 3° del citado estatuto.

Lo anterior comporta que las dos entidades, en el ámbito de sus competencias, deben ejercer actividades de manera armónica para determinar si un docente cumple con los requerimientos necesarios para hacer efectivo el reconocimiento prestacional. Y tal situación implica que cuando un educador hace entrega de un derecho de petición, como en este caso para reclamar una sanción moratoria, la labor de definir de fondo el asunto está en cabeza tanto de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL como de la FIDUPREVISORA en condición de vocera y administradora del FOMAG, con fundamento en la labor articulada que deben realizar.
Así las cosas, se confirmará la decisión adoptada por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) 
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La secretaria de la Sala,
ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ 
� Sentencia T-149/13.


� Ver folio 6 y ss.
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